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 Envigado, veintitrés (23) de enero de dos mil veinticuatro (2024). 

 

Resuelve el Despacho la acción de tutela incoada por Jhon Jairo Chica Salgado, 

identificado con la cédula de ciudadanía Nro. 16.726.606, contra el Concejo Municipal 

de Envigado, por la presunta vulneración a los derechos fundamentales al debido 

proceso administrativo; igualdad (imparcialidad y objetividad); derecho a participar 

en la conformación, ejercicio y control del poder político (derecho a ser elegido; 

acceder al desempeño de funciones y cargos públicos); al trabajo, a los principios 

de confianza legítima y dignidad humana y a los principios de la actuación 

administrativa de mérito. 

 

HECHOS Y ACTUACIONES 

 

1. De la Demanda y su Fundamento. 

 

Mediante la Resolución N° 054 del 20 de junio de 2023, el Concejo Municipal de 

Envigado convocó a concurso público de méritos para proveer el cargo de 

Personero Municipal de Envigado para el periodo 2024-2028, donde se dispuso las 

pruebas a aplicar y la puntuación de las mismas. 
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Posteriormente, se expidieron las resoluciones N° 072 del 26 de julio de 2023 y 082 

del 5 de septiembre de 2023 por medio de la cual se aclara y modifica la resolución 

inicial.  

Narra que 36 aspirantes superaron todas las etapas, incluyéndole, por lo que fueron 

citados a la práctica de la prueba de entrevista la cual se llevó a cabo el día viernes 

5 de enero de 2024 a las 8.00 horas en el recinto del Concejo Municipal. Tras la 

publicación del resultado de la entrevista, se le asignó al accionante un puntaje de 

5,61.  

 

Alude que no se contaron con criterios objeticos para la respectiva valoración, pues 

la entrevista debía atender los principios de la función pública y una vez realizado 

el requerimiento ante los integrantes del concejo, se evidenció que algunos 

concejales otorgaron un puntaje contrario a los parámetros establecidos en el 

decreto 2485 de 2014.  

 

Cuestiona la puntuación otorgada a la persona que ostenta la primera posición en 

la lista de elegibles pues considera que su desempeño no fue el mejor, añadiendo 

que no fue tenido en cuenta le mérito y se hizo uso de la entrevista para dar una 

valoración subjetiva y favorecer a una persona quien “previamente fue la ungida 

política” del ente territorial. Resalta que el criterio político no puede ser un parámetro 

para elegir un personero.  

 

Concluye el actor argumentando que no cuenta con otro mecanismo expedito para 

la protección de los derechos fundamentales conculcados. 

Como consecuencia de lo anterior, solicita como medida provisional la suspensión 

temporal de la convocatoria pública para la elección de personero municipal. 

 

Como pretensión, solicita se tutelen sus derechos fundamentales, debiéndose 

repetir nuevamente la entrevista y justificar las razones objetivas por las cuales se 

realiza la puntuación. Así mismo, que el Concejo municipal fije la metodología y los 

parámetros que serán evaluados durante la entrevista y no realice actuaciones en 

el concurso de méritos hasta tanto se falle de fondo la presentación. 

 

Como prueba aportó: 

1. Resolución Nro. 54 del 20 de junio de 2023   

2. Resolución Nro. 72 del 26 de julio de 2023 

3. Resolución Nro. 03 del 3 de enero de 2024 
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4. Resolución N° 05 del 9 de enero de 2024 

5. Respuesta a requerimiento – entrevista 

6. Link de entrevista: https://www.youtube.com/watch?v=npUWkWxOz6I 

certificados de estudio y formación profesional  

 

2. Trámite de la Acción de Tutela 

 

La presente acción de tutela fue recibida por el Despacho para trámite en primera 

instancia y atendiendo a que cumplía a cabalidad las formalidades prescritas en el 

inciso 2°, Art. 37 del Decreto 2591 de 1991 fue admitida el 10 de enero de 2024 y 

notificada en la misma fecha a la parte accionante mediante el correo electrónico 

jjchica2011@hotmail.com y a la entidad accionada al correo 

comunicacionesconcejo@envigado.gov.co 

 

Igualmente, se ordenó vincular por pasiva a la Institución Universitaria Tecnológico 

De Antioquia –TDEA y los concursantes de la Convocatoria Pública de Méritos, 

notificación que se surtió a los buzones personeria.envigado@tdea.edu.co; 

notificacionesjudiciales@tdea.edu.co y mediante la publicación en la página web del 

Concejo Municipal de Envigado y la Institución universitaria Tecnológico de 

Antioquia.  

 

Finalmente, no se accedió a la medida provisional al no cumplirse los parámetros 

previstos en el artículo 7 del decreto 2591 de 1991.  

 

Posteriormente, fue remitido a este Despacho la acción de tutela 

05266400300120240001 por parte del Juzgado Primero Civil Municipal de 

Envigado, no obstante, se rechazó la acumulación de acciones por tratar sobre 

objetos diferentes.  

 

Respuesta Concejo Municipal de Envigado 

 

David Alfonso Londoño Arroyave, Presidente del Concejo, tras exponer las 

facultades otorgadas a los concejos municipales para elección del personero 

municipal, indicó que por medio del Tecnológico de Antioquia se adelantó el proceso 

del Concurso Público de Méritos. 
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Dicho proceso se inició mediante la Resolución No. 054 del 20 de junio de 2023. 

Posteriormente se definió el cronograma mediante la Resolución No. 072 del 26 de 

julio de 2023, el cual fue modificado por orden judicial y se expidió la Resolución No. 

079 del 18 de agosto de 2023. 

Se explica que el cronograma ha sido ajustado en varias oportunidades a fin de dar 

respeto al debido proceso y los principios orientadores de la convocatoria.  

 

Señala, que el accionante Jhon Jairo Chica Salgado, aparte de la presente acción 

de tutela relacionada con la prueba de entrevista, está tramitando otra ante el 

Juzgado Tercero Penal Municipal de Envigado, bajo el radicado 05-266-40-88003-

2023-00215-00, radicación ocurrida el día 29 de diciembre de 2023, respecto de la 

valoración de antecedentes. 

 

Una vez resumidas las etapas del proceso y expuesta la lista de legibles la cual se 

encuentra en firme, se refiere a la etapa de entrevista en la que previamente, se 

efectuó la capacitación el día 4 de enero de 2024 a los Concejales en la metodología 

de la entrevista, pudiéndose evidenciar que se privilegió el conocimiento de las 

realidades sociales del Municipio de Envigado, las dinámicas del territorio, los 

derechos humanos en, las condiciones particulares de la Personería Municipal, 

entre otros aspectos específicos de las situaciones de la ciudadanía y comunidad 

Envigadeña. 

 

Momentos previos a la entrevista, nuevamente se reiteró la metodología y la 

logística para la práctica de la misma, sesiones que quedaron grabadas.  

 

Expone que por parte de la entidad, se ha respetado la jurisprudencia constitucional, 

el componente subjetivo no ha sido amañado ni arbitrario, la calificación a la prueba 

de entrevista se hizo teniendo en cuenta el conocimiento de las dinámicas sociales 

del Municipio de Envigado. 

 

El aspirante tutelante tiene una excelente hoja de vida y experiencia, pero su 

entrevista giró en torno a su desempeño como PERSONERO DE ITAGUI, cargo al 

que señaló renunció para aspirar a la Alcaldía Municipal de Itagüí, pero que por 

circunstancias familiares, debido a un accidente que sufrió un hijo al que se refirió 

tener “Retardo Mental”, declinó de dicha aspiración. 
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Recuerda que la acción de tutela no es el mecanismo para debatir la pretensión del 

accionante, pues l, en asuntos relativos a concursos de méritos los participantes 

pueden cuestionar las actuaciones surtidas en el marco de la convocatoria y en el 

ejercicio de los medios de control pertinentes ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo. 

 

Por lo anterior, solicita que se declare que el Concejo municipal no ha vulnerado 

derecho fundamental alguno y que el accionante cuenta con el control de nulidad y 

restablecimiento del derecho ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  

 

Anexó como prueba de sus afirmaciones:  

1. Certificación de elección como presidente del Concejo 

2. Constancia de Publicación en la página web 

3. Enlaces de las grabaciones de las sesiones ordinarias donde se llevó a cabo las 

entrevistas 

 

Respuesta Tecnológico de Antioquia 

 

Leonardo García Botero en calidad de rector de la Institución universitaria, da 

respuesta a la acción de tutela indicando que de acuerdo con lo descrito en los 

artículos 44 y 45 de la Resolución 054 del 20 de junio de 2023, el Concejo Municipal 

era y es el competente para la realización de la última prueba a aplicar a los 

aspirantes al Cargo de Personero Municipal, de ahí que se haya emitido por parte 

de la Corporación la Resolución 003 del 03 de enero de 2024, mediante la cual 

modificó el cronograma propuesto para establecer la fecha y hora de la entrevista 

en el recinto de la misma (Enero 05 de 2024) y la metodología a aplicar en la 

realización de la prueba. 

Menciona que los actos administrativos regulatorios de la Convocatoria Pública y la 

parte de ejecución del proceso a cargo de la entidad, se evidencia que se dio 

cumplimiento a planteado por la Corte Constitucional en Sentencia C-105 del 6 de 

marzo de 2013; puesto que se establecieron y ejecutaron criterios de evaluación 

para la elección del Personero Municipal, de conformidad con las disposiciones y 

competencias legales vigentes, que valga la pena advertir, fueron previamente 

conocidos y aceptados por los aspirantes, incluso por el tutelante, es así, como 

la Institución Universitaria adelantó la evaluación del 90% del proceso, ejecutando 

las actividades de verificación de cumplimiento de requisitos mínimos, elaboración 

y aplicación de la prueba escrita y la valoración de los antecedentes. 
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Resalta el carácter subsidiario y residual de la acción de tutela por lo que es la 

jurisdicción contencioso administrativa la vía judicial apropiada para controvertir los 

actos de la administración, oponiéndose a las pretensiones esgrimidas en el escrito, 

justificando que por parte de la entidad no se ha vulnerado ningún derecho 

fundamental, por lo que solicita se declare la improcedencia del amparo deprecado, 

máxime si no se demostró la ocurrencia de perjuicio irremediable, pues no basta 

con solo afirmarlo.  

Allegó como anexos:  

1. Certificado de Existencia y Representación Legal del Tecnológico de 
Antioquia 

 

C O N S I D E R AC I O N E S  D E L  D E S P A C H O  

 

1. Competencia 

 

Este Juzgado es competente para decidir este asunto, en virtud de lo dispuesto por 

el artículo 86 de la Constitución Política de 1991, en concordancia con las normas 

pertinentes del Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 1382 de 2000. 

 

En el presente caso, el caso particular trata sobre la presunta vulneración de 

derechos fundamentales por parte del Concejo Municipal, corporación político-

administrativa de carácter colegiado de nivel municipal, razón por la que, en 

términos de competencia, corresponde conocer a los Jueces de categoría 

Municipal. 

 

2. Problema Jurídico Planteado 

 

Corresponde al Despacho examinar si la parte accionada con su conducta está 

afectando los derechos fundamentales alegados por el accionante, ya que 

presuntamente la entrevista practicada en ocasión al concurso de méritos no fue 

valorada de manera objetiva 

 

El problema a resolver desde un enfoque Constitucional, conlleva a determinar 

sobre i) la procedencia de la acción de tutela para resolver controversias 

relacionadas con concursos de méritos 
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3. Valoración y Resolución del Problema jurídico. 

 

En primera instancia se hace necesario anotar que la tutela es un mecanismo 

subsidiario para proteger derechos fundamentales constitucionales que resulten 

amenazados y/o vulnerados por las acciones u omisiones de las autoridades 

públicas o de los particulares, siempre que no se disponga de otro mecanismo de 

defensa judicial. 

 

3.1. Marco Teórico: 

 

La acción de tutela es un mecanismo constitucional para la protección de los 

derechos fundamentales, ante la vulneración o amenaza de los derechos de los 

asociados, por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular en 

los casos expresamente señalados por la ley1, mediante un procedimiento judicial 

sumario y expedito, pero de naturaleza subsidiaria, por cuanto en ningún caso 

puede sustituir los procedimientos judiciales ordinarios que tiene diseñados la ley 

para la protección del derecho, salvo que el mecanismo sea ineficaz o que sea 

invocada como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en 

el cual procederá por regla general como medida transitoria, hasta tanto el asunto 

es dirimido de fondo por la judicatura ordinaria competente. 

En cuanto a la producción de un perjuicio irremediable en la persona, que justifique 

la excepción de la condición subsidiaria del mecanismo constitucional, conforme lo 

ha señalado la jurisprudencia constitucional, es indispensable que exista un soporte 

objetivo, verificable para el funcionario de tutela, de manera que le permitan concluir 

en forma clara, el inminente daño a la prerrogativa primaria: 

“No sobra subrayar que cuando se alega la existencia de un perjuicio 
irremediable no basta con meras afirmaciones, toda vez que incumbe a la 
parte que lo alega aportar prueba que permita su acreditación en sede de 
tutela. [Así se ha pronunciado este Tribunal] en reiterada jurisprudencia, 
entre las que se encuentra la sentencia T-278 de 1995, en la cual se expresó: 
‘En relación con el perjuicio irremediable, la Corte Constitucional ha tenido la 
oportunidad de expresar que, para que este se configure no basta la sola 
afirmación de la accionante, sino que aquél debe estar plenamente 
acreditado en el proceso, y que además se adopte como mecanismo 
transitorio, mientras resuelve el derecho por parte del juez competente para 
decidir la situación en forma definitiva.(....)”2 

 

                                            
1 Decreto 2591 de 1991, artículo 42. 
2 SU-458 de 2010 
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Por otra parte, se desarrollado el precedente sobre la admisión excepcional de la 

acción de tutela como mecanismo principal de protección cuando se discuta 

aspectos relacionados al concurso de méritos:   

 

“La Corte ha considerado que la acción de tutela es procedente de forma 
definitiva para resolver controversias relacionadas con concursos de méritos, 
cuando (i) el empleo ofertado en el proceso de selección cuenta con un 
periodo fijo determinado por la Constitución o por la ley; (ii) se imponen trabas 
para nombrar en el cargo a quien ocupó el primer lugar en la lista de elegibles; 
(iii) el caso presenta elementos que podrían escapar del control del juez de lo 
contencioso administrativo, por lo que tiene una marcada relevancia 
constitucional; y, finalmente, (iv) cuando por las condiciones particulares del 
accionante (edad, estado de salud, condición social, entre otras), a este le 
resulta desproporcionado acudir al mecanismo ordinario.3 

 

Así mismo, cuando se pretende discutir los actos administrativos que se emiten al 

interior de un concurso de méritos, la guardiana constitucional ha decantado: 

 

“Con relación a la procedencia de la acción de tutela para controvertir actos 
administrativos, -de carácter general o particular- la Corte ha señalado que 
por regla general no procede la acción de tutela, por cuanto el ordenamiento 
jurídico establece distintos instrumentos que permiten controvertirlos a través 
de los medios de control pertinentes ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, como lo son la acción de nulidad simple o la de nulidad y 
restablecimiento del derecho. 
  
29.            Esta Corporación ha realizado una distinción entre los actos 
administrativos definitivos y de trámite. Los primeros, según el artículo 43 del 
CPACA, son aquellos que “(…) decidan directa o indirectamente el fondo del 
asunto o hagan imposible continuar la actuación” y, según la Corte, “se 
someten a las reglas generales de procedencia de la acción de tutela, es decir, 
que solo procede su estudio cuando el medio de defensa judicial ante la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo no sea idóneo ni eficaz, caso en 
el cual, de ser próspero el amparo, lo será como mecanismo definitivo (…) o, 
cuando, a pesar de la eficacia de dicho mecanismo, esperar a que el juez 
contencioso decida el fondo del asunto, podría ocasionar la ocurrencia de un 
perjuicio irremediable, evento en la que la tutela será procedente como 
mecanismo transitorio (…)”. 
  
30.            A su vez, respecto de los actos de trámite, la Corte ha señalado 
“que comprenden los preparatorios, de ejecución y, en general, todos los 
actos de impulso procesal, son los que no crean, modifican o extinguen una 
situación jurídica concreta (…). El artículo 75 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo prevé que los actos de 
trámite no son susceptibles, por regla general, de recursos en vía gubernativa, 
“de forma que su control solamente es viable frente al acto definitivo, bien sea 
a través de los recursos que procedan contra él o a través del medio de control 
de nulidad o nulidad y restablecimiento del derecho”. Esta Corporación ha 
señalado que “los únicos actos susceptibles de acción contenciosa 

                                            
3 Sentencia T 151 de 2022 
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administrativa son los actos definitivos, no los de trámite o preparatorios; estos 
últimos se controlan jurisdiccionalmente al tiempo con el acto definitivo que 
pone fin a la actuación administrativa”. 
  
31.             No obstante, ha dicho la Corte que la acción de tutela contra dichos 
actos es -por regla general- improcedente, dado que “se limitan a ordenar que 
se adelante una actuación administrativa dispuesta por la ley, de manera 
oficiosa por la administración, en ejercicio del derecho de petición de un 
particular o cuando éste actúa en cumplimiento de un deber legal (…)”. Sin 
embargo, ha considerado su procedencia excepcional cuando concurran los 
siguientes requisitos: “(i) que la actuación administrativa de la cual hace parte 
el acto no haya concluido; (ii) que el acto acusado defina una situación 
especial y sustancial que se proyecte en la decisión final; y (iii) que ocasione 
la vulneración o amenaza real de un derecho constitucional 
fundamental (…)”. Igualmente ha señalado que contra los actos de trámite 
procede excepcionalmente el mecanismo de amparo “cuando el respectivo 
acto tiene la potencialidad de definir una situación sustancial dentro de la 
actuación administrativa y ha sido fruto de una actuación ‘abiertamente 
irrazonable o desproporcionada del funcionario, con lo cual vulnera las 
garantías establecidas en la Constitución’ (…)”4 
 

Así pues, cuando el juez constitucional encuentre que se satisfacen los 

presupuestos decantados por la máxima guardiana constitucional, debe realizar un 

estudio de fondo para procurar garantizar todos los derechos fundamentales 

alegados. 

  

En relación a la práctica de una entrevista en los procesos de selección, la Corte 

ha estructurado una línea jurisprudencial clara la cual concluye que dicha prueba 

es válida, pero con algunas restricciones, misma que se resume en la sentencia C 

172 de 2021: 

 

“Para la Corte, luego de reiterar los principios planeados en la Sentencia C-
372 de 1999, la garantía de la transparencia e imparcialidad, así como la 
protección de los derechos involucrados, exigen que la práctica de esta prueba 
garantice los siguientes criterios: (i) la asignación de un valor que respete la 
relevancia de los demás factores de evaluación, “[l]a entrevista no puede tener 
un valor tal que distorsione la relevancia de los demás factores de evaluación, 
pues de lo contrario la transparencia del proceso mismo quedaría en 
entredicho. Si bien en algunas ocasiones constituye un indicativo útil frente a 
las necesidades del servicio, también existen otros criterios no menos 
importantes que son determinantes al momento de la selección”; (ii) la 
existencia de criterios técnicos preestablecidos sobre las directrices y tipos de 
preguntas que se permiten formular; (iii) la publicidad previa de los parámetros 
de evaluación; (iv) una relación de conexidad entre criterios técnicos y las 
necesidades del servicio y el perfil del cargo; (v) la prohibición de preguntas 
personales que puedan afectar derechos fundamentales, como la intimidad o 
de preguntas irrelevantes ajenas al cargo; (vi) la existencia de mecanismos de 
control previos o posteriores como recusación o impugnación para cuestionar 

                                            
4 Sentencia T 182 de 2021 
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razonadamente posibles arbitrariedades en la calificación, y (vii) la motivación 
de resultados de la evaluación y por escrito. Bajo las anteriores precisiones, 
este Tribunal afirmó que las normas impugnadas eran constitucionales pues 
se regulaba el puntaje de la entrevista de manera razonable y su carácter no 
era eliminatorio.” 

 

3.2. Caso Concreto: 

 

3.1. Presupuestos de procedibilidad. Caso Concreto: 

 

La Corte Constitucional ha establecido unos parámetros básicos de procedibilidad 

que deben ser analizados en todos los casos, esto es, (i) legitimación en la causa, 

tanto por activa como por pasiva, (ii) inmediatez y (iii) subsidiariedad.  

 

En el caso en cuestión, respecto a la legitimación en la causa por activa, se satisface 

toda vez que el señor Jhon Jairo Chica Salgado se constituye como accionante, 

conforme a los parámetros contemplados en el artículo 10º del Decreto 2591 de 

19915. ya que es el directamente afectado por la calificación recibida en la prueba 

clasificatoria.  

 

Respecto de la legitimación en la causa por pasiva, el del Concejo de Envigado, es 

una  corporación político-administrativa de carácter colegiado de nivel municipal y 

con carácter público de forma que se habilita la acción de tutela en su contra de 

acuerdo al artículo 5º y 13 º del Decreto 2591 de 19916 máxime cuando la presunta 

vulneración de los derechos aparentemente conculcados, guarda relación directa 

con una actuación a su cargo. 

 

Frente al Tecnológico de Antioquia, se advierte desde ya su desvinculación al 

trámite constitucional pues si bien es cierto es una institución educativa superior 

Oficial, el reclamo objeto de tutela no fue originado por una acción u omisión de la 

entidad, por lo que no es la llamada a responder ante la inexistencia de nexo causal 

entre la presunta vulneración y el derecho reclamado. 

 

                                            
5 “ART. 10.- Legitimidad e interés. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquier 
persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través 
de su representante. Los poderes se presumirán auténticos. 
También se puede agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de 
promover su propia defensa (…) 
6 Artículo 5o. Procedencia de la acción de tutela. La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de 
las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el 
artículo 2 de esta ley. También procede contra acciones u omisiones de particulares, de conformidad con lo 
establecido en el Capítulo III de este Decreto. La procedencia de la tutela en ningún caso está sujeta a que la 
acción de la autoridad o del particular se haya manifestado en un acto jurídico escrito. 
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Retomando los requisitos de procedibilidad, es necesario verificar si se cumple con 

la exigencia de la inmediatez, ante lo cual es importante recalcar que de acuerdo a 

la jurisprudencia de la Corte Constitucional7, el juez de tutela puede determinar la 

razonabilidad del plazo para la interposición de dicha acción constitucional, teniendo 

en cuenta el contexto y las circunstancias de modo, tiempo y lugar. 

En el caso concreto, la vulneración se alega en virtud de la calificación que se le 

dio al accionante en la entrevista realizada el 5 de enero de 2024. Como quiera que 

el señor Chica Salgado alega que no se aplicaron parámetros objetivos para 

estimar su puntaje, decide acudir a la acción de tutela el 10 de enero de 2024, es 

decir que se interpuso la acción constitucional de manera oportuna, cumpliéndose 

de esta forma con el requisito de inmediatez de la acción.  

Finalmente, a fin de verificar el principio subsidiariedad de la acción de tutela, la 

Corte Constitucional ha indicado que este se cumple cuando se acredite (i) la 

posible ocurrencia de un perjuicio irremediable, evento en el cual se otorgará un 

amparo transitorio; o (ii) cuando los medios ordinarios no son lo suficientemente 

idóneos y eficaces para brindar un amparo integral, caso en el cual la tutela 

procederá como mecanismo definitivo de protección de acuerdo a la Sentencia T-

046 de 2019 y el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 68.  

 

El señor Jhon Jairo Chica Salgado invoca el amparo constitucional pues con la 

calificación obtenida en la prueba de la entrevista, su clasificación en la lista de 

elegibles se ve menguada en el concurso de méritos para proveer el cargo de 

Personero Municipal para el periodo 2024-2028, finalizando cualquier posibilidad 

para que, como aspirante, pueda ocupar dicho cargo en Envigado. 

 

Por otro lado, la entidad accionada sostiene que se respetaron los derechos 

constitucionales y fundamentales a todos los participantes en el proceso de 

selección y el actor cuenta con la acción de nulidad y restablecimiento del derecho 

para lograr lo pretendido.  

 

Si bien es cierto, el accionante cuenta con otros medios de defensa judicial en la 

jurisdicción contenciosa administrativa para controvertir el acto que considera 

                                            
7 Sentencia SU-961 DE 1999 
8 El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución, implica que la acción de tutela solo 
procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En otras palabras, las personas deben hacer uso 
de todos los recursos ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial dispone para conjurar la situación que 
amenaza o lesiona sus derechos, de tal manera que se impida el uso indebido de este mecanismo constitucional 
como vía preferente o instancia judicial adicional de protección.  
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violatorio de sus garantías constitucionales, pues la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho tiene un término perentorio de 4 meses, el cual no ha 

caducado, también lo es, que el actor no está atacando la lista de elegibles, acto 

administrativo definitivo, de carácter particular, pues lo cuestionado es la 

metodología y criterios aplicados en la entrevista, puntaje que se publicó en la 

página web del Concejo Municipal y que constituye un acto administrativo de 

trámite.  

 

De acuerdo a lo anterior, por regla general no son susceptibles de ser controvertidos 

mediante acción de nulidad los actos administrativos de trámite9, por lo que el actor 

no cuenta con otro medio expedito e idóneo para contrarrestar la calificación 

obtenida en la prueba clasificatoria de la entrevista, más allá de la reclamación 

realizada ante el Concejo Municipal. 

 

En ese orden de ideas, se procederá a revisar de fondo del asunto, pues se 

evidencia la importancia constitucional ante la alegada vulneración de derechos en 

el marco del concurso de méritos, debiendo referirse a las resoluciones expedidas 

en el marco del concurso de méritos para proveer el cargo de Personero Municipal 

para el periodo 2024-2028. 

 

Pues bien, la Resolución N° 54 del 20 de junio de 2023 en su artículo 44 y siguientes, 

definió los términos en los cuales se practicaría la entrevista10. Posteriormente, 

mediante la Resolución N° 003 del 3 de enero de 2024, el articulo 3 definió la 

metodología de la entrevista, en donde se consigna que los concejales que 

efectuarán la evaluación, recibirá un formato para la calificación de los aspirantes. 

Si es su deseo, podrá efectuar observaciones por escrito: 

                                            
9 Sentencia 2012-00680 de 2020 Consejo de Estado 
 En los concursos de méritos la jurisprudencia ha sido del criterio que los actos administrativos que se expiden 
durante el trascurrir del proceso son preparatorios y de trámite y que solo la lista de elegibles es el acto definitivo 
susceptible de ser enjuiciado. Sin embargo, también se ha dicho que cuando el acto de trámite le impide al 
aspirante continuar su participación se convierte en el acto definitivo que definió su situación jurídica y, en 
consecuencia, puede ser demandado ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Al respecto, la 
jurisprudencia ha señalado, en relación con los actos administrativos de calificación que eliminan a los 
participantes que, al igual que la lista de elegibles «son actos típicamente definitorios de situaciones jurídicas, 
en la medida en que al asignar un puntaje o establecer la ubicación de los convocados para efectos de proveer 
un cargo en propiedad, otorgan un estatus al participante y afectan su interés de acceder a la carrera 
administrativa».  
10 Archivo 03Anexos Folio 36.  
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Así mismo, en la sesión ordinaria de fecha 4 de enero de 202411, en la capacitación 

realizada frente al concurso de méritos, se explicó la importancia de las 

observaciones respecto a los aspectos positivos y negativos de los aspirantes a fin 

de justificar el puntaje asignado de manera objetiva. 

 

Considera el Despacho que la pretensión del accionante de realizar nuevamente la 

entrevista por cuanto no se tienen criterios claros para efectuar la puntuación por 

parte de los concejales no tiene asidero alguno, pues de las pruebas allegadas se 

demuestra que la metodología aplicada obedece a los principios de la función 

pública y restringe la arbitrariedad para la asignación del puntaje. 

 

Se deja claro que el objetivo final de la entrevista se cumplió conforme lo dispuesto 

en la jurisprudencia constitucional previamente reseñada, pues es de carácter 

clasificatoria y se presentan criterios técnicos sobre las preguntas a realizar, tal 

como lo demuestra los cuestionamientos realizados a lo largo de la sesión llevada 

a cabo el 5 de enero de 2024, sin que evidenciara que se presentaron preguntas 

impertinentes, amañadas o que no se encontraran relacionadas con el cargo.  

 

                                            
11 08RespuestaConcejo Folio 8, enlace de acceso, minuto 20.39 
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Así mismo, se le permitió al actor realizar un control posterior al puntaje obtenido 

respecto a su desempeño en la prueba de entrevista, por lo que se cumplen con los 

parámetros constitucionales y legales practicados en dicho instrumento para 

conocer las calidades personales, profesionales, de preparación y aptitud, de los 

aspirantes. 

 

Finalmente, en la respuesta suministrada por el Concejo Municipal, se resaltó que 

el concursante Jhon Jairo Chica Salgado presentaba una amplia experiencia y buen 

perfil, pero su entrevista giró en torno a su desempeño como “personero de Itagüí” 

y no al conocimiento de la realidad de la población Envigadeña.  

 

Así las cosas, el desacuerdo del actor recae en la percepción obtenida frente a su 

desempeño y no frente a los criterios de calificación, pues como se ha reseñado, se 

garantizado el debido proceso en la etapa clasificatoria, msima que pretende 

conocer la personalidad y aptitud de los concursantes, aspectos que fueron tenidos 

en cuenta por los concejales. 

 

Con base a lo anteriormente expuesto, al no cumplirse los presupuestos decantados 

por la Corte Constitucional se insta a acudir ante la jurisdicción contenciosa 

admirativa para dar solución al conflicto existente, teniendo como opción atacar la 

lista de elegibles publicada, puesto que los esfuerzos jurídicos están siendo dirigidos 

de manera equivoca, ya que no encuentra el Despacho razones para que el Juez 

de tutela intervenga en la presente situación ante la ausencia de vulneración de 

derechos fundamentales. 

 

En consecuencia, el Juzgado Primero Penal Municipal Con Funciones De 

Control De Garantías y De Conocimiento, de Envigado, Antioquia, administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,   

 

F AL L A:   

 

PRIMERO: DECLARAR LA IMPROCENDENCIA de la acción de tutela interpuesta 

por Jhon Jairo Chica Salgado contra el Concejo Municipal de Envigado conforme a 

lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO.  Notifíquese el presente fallo a las partes en los términos indicados por 

el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, con la advertencia que contra aquél procede 
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la impugnación la cual deberá intentarse dentro de los tres (03) días siguientes a su 

notificación. De no ser impugnado, remítase el expediente a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión. 

 

N O T I F Í Q U E S E  Y  C Ú M P L AS E  

 

R O B I N S O N  H E R C E Y  G O E Z  E S T R A D A  

J U E Z  

 

 

 

 


